
OBSERVACIONES CONSTITUCIONALES AL PROYECTO DE NUEVO 

CÓDIGO CIVIL Y COMERCIAL DE LA NACIÓN 

 

La expresión parágrafo no es correcta para señalar un grupo de artículos. 

Según la RAE un ‘párrafo’ es “Cada una de las divisiones de un escrito 

señaladas por letra mayúscula al principio de línea y punto y aparte al final del 

fragmento de escritura.” 

 

Muchas referencias a ‘se regirá por lo que disponen las normas especiales’ lo 

cual no es de buena técnica ya que ello siempre es así y el código es una 

norma más. 

 

 

TÍTULO PRELIMINAR 

 

Artículos que refieren a moral, orden público, las buenas costumbres o el 

‘interés general’ sin restricción en afecciones de terceros: 

10 / 12 / 55 / 56 / 168 / 279 / 344 / 386 /  

Sólo el 279 menciona, como si fuese un supuesto más, la afectación de 

derechos de terceros, siendo que es la única barrera. 

 

El 14 c) sobre derechos de incidencia colectiva debería aclarar que es 

‘cualquier afectado’ y sería conveniente eliminar las referencias específicas al 

medio ambiente, la competencia, el usuario y el consumidor, y dejar sólo la 

definición general, para evitar que se siga limitando accionar por los derechos 



de incidencia colectiva más resistidos como es el interés general de la 

legalidad. 

 

 

LIBRO PRIMERO 

TITULO I 

CAPITULO 1 

Artículo 19: seguir estableciendo que la vida empieza desde la concepción es 

una opción entre las varias posibles de acuerdo a la Constitución Nacional. 

Creo que no es útil seguir dejando en el Código Civil esta disposición que sólo 

complicará el ejercicio de los derechos personalísimos de las mujeres. 

A los efectos civiles creo que resulta más que suficiente hablar del nacido 

vivo, siendo que en caso contrario no se generan derechos. 

Lo mismo con las referencias a ‘la persona por nacer’ (arts. 24, 101). En 

especial porque le da igualdad de derechos sobre el embarazo al hombre y a la 

mujer, lo que no corresponde siendo que es ésta la única que debe decidir al 

respecto. 

 

CAPITULO 3 

Parece que confunden la función de un Código de derecho privado con una 

Constitución. Regular que los derechos personalísimos deben ser respetados 

no es tarea de la legislación infraconstitucional. Y aquí no vale ‘lo que abunda 

no daña’ ya que regular estos temas puede llevar a que los jueces crean que 

éste es el máximo de regulación y que no hay más derechos personalisimos 

que los aquí establecidos… 



Sí que regulen sobre imagen, sobre disposición de derechos personalísimos, 

pero no sobre generalidades que traerán problemas de interpretación en manos 

de los jueces civiles. 

 

Artículo 60: nos satisface que no se limite lo que puede decidir sobre su salud 

una persona. 

 

 

TITULO II 

CAPITULO 1 

SECCION 2ª 

Artículo 146 

No hay exigencia constitucional para reconocer como persona jurídica pública 

a la Iglesia Católica. Por el contrario, en el estado actual del bloque 

constitucional (CN + tratados) es inconstitucional darle cualquier trato 

prioritario respecto a los demás cultos. 

El ‘status vaticano’ se respeta como el de los demás Estados en el inciso b) 

Mantenerle el reconocimiento como persona jurídica pública significa seguirla 

manteniendo lejos del control estatal siendo que se han derogado ya pro 

concordatos todos los privilegios y sometimientos que tenía. 

 

 

El artículo 148 es inconstitucional ya que asigna carácter de persona juridica 

de derecho privado a las comunidades indígenas cuando la preexistencia 

étnica y cultural de los pueblos nos convence de que implica una personalidad 

de derecho público. 



 

 

TTITULO III 

CAPITULO 1 

SECCION 3ª 

Art. 240: correcta y mesurada la disposición sobre función social de la 

propiedad (derechos individuales sometidos a los de incidencia colectiva) 

Art. 241: el derecho al agua potable no parece una norma civil… 

 

 

LIBRO TERCERO 

TITULO III 

Parece correctamente regulado el derecho de los consumidores en sintonía con 

la CN 

 

TITULO V 

Llamar ‘indígena’ a la propiedad ‘aborigen’ es un error en que incurre la 

Constitución y no necesitamos que lo repita el Código. 

El concepto del 2028 referido a la propiedad como ‘rural’ es inconstitucional y 

esconde una injusticia enorme: primero porque puede haber propiedad urbana 

aborigen, y segundo porque lo que hoy es rural en el futuro puede ser urbano y 

ello no quitaría su atributo de propiedad aborigen. 

 

 

 

LIBRO QUINTO 



TITULO XI 

CAPITULO 3 

La referencia a ‘ministros de cualquier culto y los líderes o conductores de 

sectas’ resuena discriminatorio y envía a la interpretación judicial conceptos 

tan caros a la libertad religiosa constitucional. 

 


